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rados responsables del daño debía pagar el 50 por 100
restante de la cuantía de la indemnización a la que el
recurrente tenía derecho, una vez aminorada la respon-
sabilidad de la empresa concesionaria de la autopista
a la cuota o porcentaje del 25 por 100, constituye un
resultado irrazonable y carente de toda lógica, pues impli-
ca afirmar y negar simultáneamente el derecho del
recurrente a ser resarcido con el 50 por 100 restante
de la indemnización global fijada.

Como señala el Ministerio Fiscal en sus sucesivos
escritos de alegaciones, existe una incoherencia entre
lo manifestado por la Audiencia Provincial en su fun-
damentación y lo resuelto en el fallo, toda vez que esta
resolución parte de que la responsabilidad de la con-
cesionaria de la autopista debe limitarse a un 25 por 100,
siendo «achacable» al propietario del animal en un 75
por 100, mientras que la solución final implica que cada
uno de los declarados corresponsables lo son sólo del
25 por 100 cada uno, quedando sin asignación el 50
por 100 restante.

Además, como también sostiene el Ministerio Fiscal,
«la contradicción en que se resuelve la paradoja resulta
de lo propio resuelto por la sentencia que, pudiendo
dar lugar a una protección total al recurrente, le priva
del 50 por 100 de la cantidad que le corresponde sin
una justificación razonable». Pues tal resultado no es
imputable al hoy recurrente de amparo, ya que, una vez
que había obtenido una Sentencia en instancia que le
había sido favorable, no puede imponérsele la carga
de pedir algo más que su confirmación, al margen de
que en sus escritos de oposición a los recursos de ape-
lación formulados contra la Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia núm. 6 de Donostia-San Sebastián
había manifestado con claridad cuál era su pretensión
indemnizatoria.

Es de todo punto patente que las resoluciones impug-
nadas han causado al recurrente un perjuicio concreto,
una indefensión real y efectiva equiparable a una ver-
dadera denegación de justicia. De las resoluciones de
la Audiencia Provincial de Guipúzcoa resulta que el mon-
to de la indemnización, que el propio órgano judicial
reconoce al mantenerla, sufre una reducción en un 50
por 100, con la consiguiente paradójica situación de
que quien ha obtenido el reconocimiento del derecho
a una cantidad indemnizatoria determinada, ganada en
un proceso en el que se han respetado las garantías
de las diferentes partes procesales, sufre el resultado
de que la mitad de la misma no se atribuya a deudor
alguno, causándole así una lesión en sus derechos que
indudablemente puede ser calificada de denegación de
justicia y que le ocasiona un perjuicio concreto que pro-
voca una indefensión real y efectiva. La falta de complitud
de la respuesta judicial supone, con toda evidencia, la
vulneración del derecho fundamental a la obtención de
una tutela judicial de los derechos e intereses legítimos
«de caracteres mínimamente razonables» (SSTC
178/1996, de 12 de noviembre, FJ 11; 43/2000, de 14
de febrero; FJ 4; 177/2000, de 26 de junio, FJ 5;
71/2001, de 26 de marzo, FJ 4), pues ya hemos decla-
rado que la tutela judicial sólo puede satisfacer las exi-
gencias constitucionales si aparece revestida de dichos
caracteres (SSTC 34/1997, de 25 de febrero, FJ 4;
157/1999, de 14 de septiembre, FJ 4).

7. A fin de restablecer al demandante en la plenitud
de su derecho basta con disponer la retroacción de las
actuaciones al momento inmediatamente anterior al de
dictar Sentencia, a fin de que por la propia Sala se pro-
nuncie, con plenitud jurisdiccional, nueva resolución en
el recurso de apelación mediante la que se elimine el
resultado disconforme con el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva sin indefensión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Eneka Juanena
Guruzeta y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia de 28 de abril de 1999, acla-
rada por Auto de 20 de diciembre de 1999, y el Auto
de 26 de abril de 2000, resoluciones dictadas todas ellas
por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Guipúzcoa en el rollo de apelación civil núm. 2424/98.

3.o Retrotraer las actuaciones procesales al momen-
to inmediatamente anterior al de dictarse dicha Senten-
cia para que la Audiencia Provincial de Guipúzcoa dicte
nueva resolución en la que se satisfaga el derecho a
la tutela judicial efectiva del recurrente, mediante una
Sentencia que elimine el resultado contrario al derecho
fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de dos mil
dos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Firmado
y rubricado.

21859 Sala Segunda. Sentencia 187/2002, de 14
de octubre de 2002. Recurso de amparo
1544/2001. Promovido por don Francisco
Marín Crujera respecto de los Autos de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional que rec-
tificaron la calificación de gran invalidez de
una víctima del síndrome tóxico, reduciendo
la indemnización de su heredero.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (inmodificabilidad): rectificación
sobre la clasificación de unas lesiones decla-
rada en Sentencia firme, que no es un error
material manifiesto.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1544/2001 (demanda
núm. 630-B-2001), promovido por don Francisco Marín
Crujera, representado por el Procurador de los Tribunales
don Rafael Delgado Delgado y asistido por el Letrado
don Javier Langa Guillén, contra el Auto de la Sección
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
de 16 de febrero de 2001, desestimatorio del recurso
de súplica contra el Auto de 28 de diciembre de 2000,
por el que se dispuso en el rollo de ejecución 5/95
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la rectificación de error material apreciado en la Sen-
tencia de la Sección Segunda de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional núm. 48/1989, de 20 de mayo,
recaída en el sumario núm. 129/81 por delito contra
la salud pública y otros. Han comparecido y formulado
alegaciones el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal.
Ha actuado como Ponente el Magistrado don Vicente
Conde Martín de Hijas, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 19 de marzo de 2001, don
Rafael Delgado Delgado, Procurador de los Tribunales,
en nombre y representación de don Francisco Marín Cru-
jera, interpuso recurso de amparo contra las resoluciones
judiciales a las que se ha hecho mención en el enca-
bezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda se recoge la relación de ante-
cedentes fácticos que, a continuación, sucintamente se
extracta:

a) Doña Francisca Faba Salvado, causante del ahora
demandante de amparo, fue una de las personas afec-
tadas por el denominado síndrome tóxico y falleció el
día 22 de mayo de 1989, habiendo sido parte en el
sumario núm. 129/81, que concluyó por Sentencia de
la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional núm. 48/1989, de 20 de mayo.

En el anexo IV de la citada Sentencia figura clasificada
como afectada con gran invalidez, con patología previa
(GI-PP). Esta clasificación se la confirieron los médicos
forenses adscritos al Juzgado de Instrucción de Dos Her-
manas (Sevilla), vista la imposibilidad de que se des-
plazara a Madrid, la cual fue ratificada por los médicos
forenses de la Sección Segunda de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional a la vista del informe por aqué-
llos emitido y los demás documentos médicos existentes
relativos a la afectada.

b) La Sentencia de la Sección Segunda de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional núm. 48/1989,
de 20 de mayo, declara como hechos probados que
«han resultado afectadas las personas que se nominan
en el anexo IV...» y que «las (personas) sintomáticas (son
identificadas como) ... GI, con gran invalidez» (pág. 243).
Asimismo señala que «las letras PP indican que el enfer-
mo padecía una cierta patología previa o intercurrente»
y que «todos los anexos III al VIII (quedan) cerrados al
13.05.89» (pág. 244).

En el fundamento jurídico 9 de la Sentencia se esta-
blece que «las calificaciones de afectados quedan refe-
ridas a las que resulten finalmente, caso que se produzca
modificación en ellas» (pág. 248).

En el apartado 18 del fallo se condena a los diferentes
responsables civiles a abonar «j) a los afectados con
gran invalidez en 90.000.000 de pesetas» (pág. 440),
precisando en el apartado siguiente «que: a) en el supues-
to de producirse una ulterior variación desfavorable en el
estado de los afectados, las indemnizaciones se referirán
a las calificaciones que finalmente resulten...» (pág. 441).

Los pronunciamientos de esta Sentencia relativos a
la responsabilidad civil fueron mantenidos en la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 23 de abril de 1992,
y, en consecuencia, devinieron firmes.

c) La Sala Segunda del Tribunal Supremo en la Sen-
tencia núm. 895/1998, de 26 de septiembre, que resol-
vió el recurso de casación núm. 3654/96, interpuesto
contra la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia
Nacional de 24 de mayo de 1996 (diligencias previas
162/89, rollo de Sala 5/95), declaró la responsabilidad
civil subsidiaria del Estado en los daños y lesiones pade-

cidos por los afectados del síndrome tóxico, encargán-
dose la ejecución de la Sentencia a la Sección Primera
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

La Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, por Autos de 13 de marzo y 11 de mayo
de 1998, estableció las bases para que los afectados
presentaran sus solicitudes de liquidación de las indem-
nizaciones que les correspondiesen, recogiendo diferen-
tes procedimientos para liquidar la indemnización res-
pectiva y centrándose sólo en quienes se conformaban
con la clasificación recogida en la Sentencia de la Sec-
ción Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional núm. 48/1989, de 20 de mayo, los que soli-
citaban una revisión al entender que habían empeorado,
los que estaban pendientes de clasificar y los que esta-
ban pendientes de clasificar como afectados, sin hacer
mención alguna respecto a los afectados con patologías
previas. Dichos Autos responden a los fundamentos jurí-
dicos y fallo de la mencionada Sentencia.

d) El ahora demandante de amparo, en represen-
tación de su causante, presentó la correspondiente soli-
citud de indemnización en fecha 24 de mayo de 1999,
registrada con el núm. 11366/99, sobre la base de la
calificación otorgada a su causante en la Sentencia de
la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional núm. 48/1989, de 20 de mayo, y ateniéndose
a las bases fijadas en los mencionados Autos de la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal, de 13 de marzo y 11 de mayo de 1998.

e) La Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional, por providencia de 25 de febrero
de 2000, ordenó de oficio pasar la documentación médi-
ca relativa a doña Francisca Faba Salvado a los médicos
forenses «a fin de que informen sobre si, a la vista de
todo ello (fecha de fallecimiento de la afectada y la exis-
tencia de una patología intercurrente) pudo haber exis-
tido error al clasificarla».

f) Los médicos forenses, en fecha 10 de abril de
2000, emitieron informe, en el que se viene a hacer
una nueva valoración de la documentación médica per-
teneciente a doña Francisca Faba Salvado, analizando
qué incidencia pudo tener la indicada patología previa
en la gran invalidez padecida por la afectada, declarando
sus autores que, según su criterio, parece razonable otor-
gar una calificación de incapacidad parcial, que lleva
aparejada una indemnización de 25.000.000 de pesetas.

g) La Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional, por providencia de 23 de sep-
tiembre de 2000, a la vista del contenido del informe
emitido por los médicos forenses, concedió a las partes
un plazo de diez días, a fin de que alegasen lo que tuvie-
ran por conveniente, a tenor de lo establecido en el
art. 240 LOPJ.

h) La Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional, por Auto de 28 de diciembre de
2000, dispuso la rectificación de un supuesto error mate-
rial en el sentido de que donde consta la calificación
de gran invalidez (GI), debe aparecer la de incapacidad
permanente (IP), razonando en su antecedente segundo
que se solicitó informe de los médicos forenses «al obser-
varse contradicciones en su calificación por constar pp,
patologías previas».

i) El demandante de amparo interpuso recurso de
súplica contra el anterior Auto, que fue desestimado por
Auto de 16 de febrero de 2001, en el que se justifica
la asignación de las siglas GI (gran invalidez) a un error,
debido al elevado número de afectados que tuvo que
ser clasificado. En el mencionado Auto se insiste en que
«el error se produce al traducir a unas siglas el contenido
del informe forense, no se trata, por tanto de hacer una
nueva valoración ni de un cambio de criterio, proscrito
por el principio de cosa juzgada».
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3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en ésta, frente a los Autos
impugnados, la vulneración del derecho a la tutela judi-
cial efectiva, en su vertiente de derecho a la intangibilidad
de las resoluciones judiciales firmes (art. 24.1 CE).

El relato de hechos en el que se sustenta la demanda
de amparo pone de manifiesto, en opinión del recurrente,
una situación inadmisible en un Estado constitucional
de Derecho, pues un órgano jurisdiccional encargado
de ejecutar una Sentencia firme dictada hace casi doce
años procede, de oficio, a modificar la clasificación de
unas lesiones padecidas por una persona fallecida igual-
mente hace casi doce años, para lo cual solicita un nuevo
informe de los médicos forenses acerca de la documen-
tación médica de la lesionada, que ya fue valorada, insta
un pequeño procedimiento de alegaciones y termina por
declarar que se trata de un error material manifiesto,
de modo que aplica la nueva valoración probatoria efec-
tuada de signo contrario a la anteriormente practicada.

La vulneración del derecho fundamental invocado en
la demanda de amparo se ha producido porque la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal no ha respetado el valor de cosa juzgada de la Sen-
tencia de la Sección Segunda de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional núm. 48/1989, de 20 de mayo,
al haber procedido a solicitar una nueva valoración de
las pruebas ya valoradas en el sumario núm. 129/81
y al no ejecutar aquella Sentencia en sus propios tér-
minos, aplicando irregularmente el art. 267.2 LOPJ, con
desconocimiento de la configuración jurisprudencial que
el Tribunal Constitucional ha efectuado de la figura
del error material manifiesto. Todo ello representa una
clara vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE).

Tras recordar la doctrina constitucional sobre la intan-
gibilidad de las resoluciones judiciales firmes, con cita
de la STC 142/1992, de 13 de octubre, y que el derecho
a la ejecución de las resoluciones judiciales en sus pro-
pios términos forma parte del art. 24.1 CE, el recurrente
en amparo afirma que la noción de error material mani-
fiesto se circunscribe por el Tribunal Constitucional a
aquellos supuestos en los que el error es apreciable de
manera directa y manifiesta, independiente de cualquier
juicio valorativo, constatable sin nueva apreciación jurí-
dica o de prueba, sin necesidad de acudir a interpre-
taciones o razonamientos más o menos complejos, no
pudiendo utilizarse la corrección material de un error
manifiesto para subvertir las conclusiones probatorias
previamente mantenidas (STC de 3 de octubre de 1997).
Además añade que, de haberse producido un error, es
también doctrina constitucional consolidada el que los
errores de los órganos judiciales no deben producir efec-
tos negativos en la esfera jurídica del justiciable, salvo
en los casos en que la situación acaecida sea también
imputable a la falta de diligencia de la parte (SSTC
43/1983; 172/1985; 107/1987; 190/1990;
202/1990, y 22/1993).

Concluye el escrito de demanda suplicando del Tri-
bunal Constitucional que, tras los trámites legales opor-
tunos, dicte Sentencia en la que se otorgue el amparo
solicitado y se declare la nulidad del Auto de la Sección
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
de 16 de febrero de 2001, ordenando reestablecer al
recurrente en el derecho vulnerado mediante la decla-
ración de firmeza de la clasificación otorgada a doña
Francisca Faba Salvado por la Sentencia de la Sección
Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
núm. 48/1989, de 20 de mayo. Por otrosí interesó la
suspensión del Auto impugnado, así como la del pro-
cedimiento de liquidación de la indemnización corres-
pondiente a doña Francisca Faba Salvado.

4. La Sección Tercera del Tribunal Constitucional,
por providencia de 15 de octubre de 2001, acordó, de

conformidad con lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, con-
ceder al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal
un plazo común de diez días para que formulasen, con
las aportaciones documentales que procediesen, las ale-
gaciones que estimaren pertinentes en relación con la
carencia manifiesta de falta de contenido constitucional
de la demanda de amparo [art. 50.1 c) LOTC].

Evacuado el trámite de alegaciones conferido, la Sala
Segunda del Tribunal Constitucional, por providencia
de 7 de febrero de 2002, acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación a la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal con copia de la presente providencia para su cons-
tancia y, asimismo, obrando en autos los testimonios
de los particulares de las actuaciones recurridas, con-
ceder a la parte recurrente, al Abogado del Estado y
al Ministerio Fiscal el plazo común de veinte días para
que pudieran presentar las alegaciones que estimaran
pertinentes, de conformidad con lo que establece el art.
52.1 LOTC.

5. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por
providencia de 7 de febrero de 2002, acordó formar
la oportuna pieza para la tramitación de incidente de
suspensión y, de acuerdo con lo dispuesto en el art.
56 LOTC, conceder un plazo común de tres días a la
parte recurrente, al Abogado del Estado y al Ministerio
Fiscal para que alegasen lo que estimaren pertinente
sobre la suspensión solicitada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por ATC
66/2002, de 22 de abril, acordó no acceder a la sus-
pensión interesada por el recurrente en amparo.

6. La representación procesal del demandante de
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el día 6 de marzo de 2002, que, a con-
tinuación, sucintamente se extracta:

a) La rectificación llevada a cabo por los Autos
impugnados, al haber sido practicada al margen de cual-
quier cobertura legal, por haberse realizado sin respetar
los límites establecidos legalmente, ha vulnerado el dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su ver-
tiente de derecho a la inmodificabilidad de las Sentencias
y de respeto a la cosa juzgada.

La posibilidad de aclarar conceptos oscuros, suplir
omisiones o rectificar errores distintos a los materiales
manifiestos ex art. 267.1 LOPJ, a la que se ha referido
el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones del trá-
mite del art. 50.3 LOTC, está limitada por el párrafo
tercero del mencionado precepto de la LOPJ, al permitir
cualquiera de dichas actuaciones dentro del plazo del
día hábil siguiente a la publicación de la Sentencia, si
se practicara de oficio, o dentro de los dos días siguientes
a su notificación, si se realizara a instancia de parte o
del Ministerio Fiscal (STC 16/1991, de 28 de enero,
FJ 2).

Obviamente, a través de una aclaración no se puede
modificar una resolución judicial firme, aunque la misma
sea claramente errónea, ni la aclaración puede efectuar-
se en cualquier momento, es decir, después de haber
transcurrido los plazos legalmente establecidos. Pues
bien, desde la fecha de la Sentencia de la Sección Segun-
da de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional núm.
48/1989, de 20 de mayo hasta la fecha en que fueron
dictados los Autos ahora impugnados, han transcurrido
más de once años. De modo que la rectificación llevada
a cabo, pese a revestirse como un error material mani-
fiesto, habría vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva si no se considerara como tal, sino como acla-
ración de un punto oscuro, la superación de una omisión
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o la rectificación de un error distinto al material mani-
fiesto.

b) Sentado lo anterior, sólo cabe considerar que los
Autos recurridos han procedido a rectificar un error mate-
rial manifiesto (art. 267.2 LOPJ). Pues bien, a partir de
la noción de error material manifiesto recogida en la
STC 231/1991, de 10 de diciembre, la representación
procesal del recurrente entiende que el análisis detallado
y el tenor aquellos Autos pone de relieve la nula relación
existente entre los mismos y la figura del error material
manifiesto, como revela la argumentación recogida en
el escrito de demanda de amparo. Ni hubo error al trans-
cribir a siglas el informe médico-forense remitido desde
el Juzgado de Dos Hermanas (Sevilla) relativo a las lesio-
nes padecidas por su causante, ni, de haber existido
tal error, éste sería material ni manifiesto, pues de hecho
su corrección ha supuesto un juicio valorativo, esto es,
ha exigido una nueva y distinta apreciación de la prueba,
resolviéndose cuestiones discutibles y opinables, como
es el caso de la incidencia del añadido de las siglas
«pp» (patología previa o intercurrente) a las siglas de
gran invalidez (GI).

c) Frente a la alegación formulada por el Ministerio
Fiscal en el trámite del art. 50.3 LOTC, en el sentido
de que los Autos impugnados pretenden la determina-
ción del alcance y sentido del fallo de la Sentencia a
ejecutar, pues ésta se habría limitado a establecer las
bases de las indemnizaciones a los perjudicados y en
determinados casos no habría podido proceder a esta-
blecer una clasificación definitiva, el demandante de
amparo sostiene que la Sentencia actualmente en fase
de ejecución declaró como hecho probado que las per-
sonas incluidas en el anexo IV resultaron afectadas y
procedió a clasificarlas según que al tiempo del reco-
nocimiento se hallaran asintomáticas o sintomáticas.
Respecto al primer grupo hizo una serie de subgrupos
en función del tiempo que duraron los síntomas del sín-
drome tóxico: A0 (hasta quince días); A1 (hasta treinta
días); A3 (hasta sesenta días); A6 (hasta noventa días),
y A9 (más de noventa días). Respecto del segundo grupo
las dividió entre las que no padecían incapacidad alguna
(SI) y las que la padecían (IP —incapacidad parcial—; IT
—incapacidad total—; IA —incapacidad absoluta—; GI
—gran invalidez—).

En el anexo IV existen otras personas que fueron
declaradas como afectadas, pero a las que no se les
pudo establecer una calificación definitiva por sus pade-
cimientos, a las que se les clasificó como afectadas y
se les otorgaron las siglas AF.

La calificación que fue concedida a doña Francisca
Faba Salvado, comprendida en el anexo IV, se corres-
ponde con la de gran invalidez, por lo que no cabe duda
acerca de que el Tribunal que le otorgó esa calificación
no tenía duda alguna de cuál era el grado de incapacidad
que padecía a consecuencia del síndrome tóxico, pues
de no haber podido precisar cuál era el grado de afec-
tación le podría haber otorgado la calificación AF. En
relación con estas últimas siglas se dice en la Sentencia
que «respecto a los AF no ha sido posible una más pre-
cisa calificación» (pág. 244).

Asimismo en el apartado 19 del fallo de la Sentencia
se precisa que «a) en el supuesto de producirse ulterior
variación desfavorable en el estado de los afectados,
las indemnizaciones se referirán a las calificaciones que
finalmente resulten» (pág. 441). La precisión puede venir
referida respecto al fundamento jurídico 9 de la Sen-
tencia, en el que más imprecisamente se señala que
«las calificaciones de los afectados quedan referidas a
las que resulten finalmente, caso que se produzca modi-
ficación de ellas» (pág. 428). La indeterminación a la
que alude el Ministerio Fiscal sobre la base del funda-
mento jurídico 9 queda perfectamente definida en el
fallo al acotar las futuras determinaciones de las cali-

ficaciones que deriven de ulteriores variaciones des-
favorables.

En definitiva, la Sentencia dejó bien claro cuáles eran
las personas que habían sido declaradas afectadas y
en qué grados, y qué otras eran las que deberían esperar
a la fase de ejecución para determinar finalmente cuál
era su calificación: 1) personas clasificadas como afec-
tadas (AF) del anexo IV; 2) personas de las que no cons-
taba si habían sufrido o no la enfermedad (CD y DI);
3) personas cuyo fallecimiento no constaba que guar-
dase relación con el síndrome tóxico (DU); y 4) personas
que considerasen que se había producido una ulterior
variación desfavorable de su afectación. Y así lo eviden-
cian también los Autos de la Sección Primera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 13 de marzo
y 11 de mayo de 1998, en los que se establecieron
los procedimientos para llevar a cabo la liquidación de
las indemnizaciones, en los que se prevén cuatro pro-
cedimientos: 1) El P1 para los afectados que se con-
formasen con la calificación concedida en la Senten-
cia; 2) el P2 para los afectados que solicitaran la revisión
de la calificación por entender que su afectación había
empeorado; 3) el P3 para los afectados del anexo IV,
que fueron clasificados como afectados por el síndrome
tóxico, pero que no se determinó su calificación (AF);
y 4) el P4 para las personas cuya afectación no estaba
debidamente probada, existían dudas o no existía la
documentación suficiente, al objeto de que pudieran soli-
citar su clasificación como afectados y, posteriormente,
su calificación en alguno de los grados previstos en el
anexo IV. Además el órgano judicial encargado de la
ejecución no hizo en dichos Autos mención alguna a
las patologías previas o intercurrentes.

d) Respecto de las patologías previas o intercurren-
tes, las siglas «pp» indicaban que el enfermo padecía
cierta patología previa o intercurrente, tal y como se
señalaba en la Sentencia. Sin embargo la existencia de
tales patologías —reseñada en cientos, quizás miles de
casos— no implicaba que la calificación otorgada por
los médicos forenses por el síndrome tóxico fuera erró-
nea o no hubiese sido tenido en cuenta. Un examen
detallado de los anexos de la Sentencia, concretamente
del anexo IV, muestra la existencia de todo tipo de afec-
tados calificados con las siglas «pp». Sería interminable
designar a todas la personas sintomáticas a las que el
Tribunal añadió a su calificación las siglas «pp».

Concluye su escrito suplicando del Tribunal Consti-
tucional que dicte Sentencia en la que se otorgue el
amparo solicitado.

7. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito registrado en fecha 12
de marzo de 2002, en el que interesó, con base en
la argumentación que, a continuación, se extracta, la
desestimación de la demanda de amparo:

a) Tras reproducir, con cita de la STC 286/2000,
de 27 de noviembre, la doctrina constitucional sobre
la intangibilidad de las resoluciones judiciales, delimita
la función que corresponde a este Tribunal en supuestos
de alteración del sentido del fallo, que circunscribe a
la realización de una operación de valoración, interpre-
tación o apreciación en Derecho atendiendo a las cir-
cunstancias del caso para determinar si ha existido o
no una extralimitación lesiva del derecho a la tutela judi-
cial efectiva, la cual existirá, cuando se trate de rectificar
errores materiales, si esa pretendida rectificación se ha
revelado como una intención de «suplir la falta de argu-
mentación de la sentencia, corregir errores judiciales de
calificación jurídica, realizar alteraciones en la aprecia-
ción probatoria, u otros supuestos no amparados por
esta excepcional facultad» (STC 58/2001).

b) En este caso considera que es preciso tener en
cuenta las siguientes circunstancias fácticas:
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En primer lugar, el informe pericial que los médicos
forenses del Juzgado de Instrucción de Dos Hermanas
(Sevilla) emitieron en fecha 12 de diciembre de 1987
y en el que especificaron que doña Francisca Faba Sal-
vado padecía «una gran incapacidad». Con fundamento
en el mencionado informe la Sentencia de la Sección
Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
de 20 de mayo de 1989, que estableció las bases para
la posterior determinación de las cantidades a indem-
nizar, incluyó en el anexo IV de afectados a la causante
del ahora demandante de amparo, calificando su situa-
ción como de «gran invalidez», si bien, a la vista de los
padecimientos paralelos que mostraba, le fueron aña-
didas las siglas «pp», que advertían sobre la existencia
de una patología previa o intercurrente.

Además, en el fundamento jurídico 9 de la Sentencia
la Sala advertía que las calificaciones de los afectados
quedaban referidas a las que resultaran finalmente «caso
que se produzca modificación en ellas».

En segundo lugar, en la fase de ejecución de Sen-
tencia, la Sección encargada de llevarla a cabo y, por
tanto, de determinar el alcance y sentido del fallo, intro-
dujo por vía de aclaración una sustancial reforma en
la calificación jurídica de los padecimientos de doña Fran-
cisca Faba Salvado, que inciden necesariamente en el
quantum indemnizatorio a percibir por su heredero
universal.

Así pues, en realidad son dos las cuestiones esen-
ciales a resolver: de una parte, determinar si la califi-
cación asignada en la Sentencia a la perjudicada cons-
tituyó una situación jurídica consolidada, como se sos-
tiene en la demanda de amparo; y de otra, si realmente
nos hallamos ante una eventual alteración por vía de
aclaración de una situación jurídica invariablemente
determinada en Sentencia, o más bien se trataba de
determinar el sentido y alcance del fallo en la fase de
ejecución de una Sentencia, que se ha limitado a esta-
blecer las bases de la posterior liquidación de indem-
nizaciones a los perjudicados que en determinados
casos, como este que nos ocupa, no pudo en aquel
momento establecer una calificación definitiva de los
padecimientos sufridos por la afectada como consecuen-
cia del síndrome tóxico y el grado de incapacidad con-
siguiente causado por el mismo.

c) En opinión del Ministerio Fiscal, respecto a la pri-
mera de las cuestiones suscitadas el informe de los médi-
cos forenses del Juzgado de Instrucción de Dos Her-
manas (Sevilla) revela que se le asignó a doña Francisca
Faba Salvado la calificación de «gran invalidez», si bien
agregando que se encontraba «en progresión» de su
enfermedad y la concurrencia paralela de otros pade-
cimientos, poniendo de manifiesto al final la imposibi-
lidad de poder predecir su evolución en un futuro más
o menos próximo. De ahí que la Sala en la Sentencia
agregara, de conformidad con el informe médico emitido,
una inicial calificación de «gran invalidez», pero acom-
pañándola de las siglas «pp», con las que se reconocía
la existencia de tales padecimientos concurrentes.

Ello permite en el momento actual llegar a la con-
clusión de que, como sostuvieron posteriormente los
facultativos que emitieron el dictamen forense a instan-
cia de la Sala encargada de la ejecución, no podía afir-
marse de modo definitivo la concurrencia de una cali-
ficación de «gran invalidez», sino que, por la apreciación
de otros padecimientos que no tenían su origen en el
síndrome tóxico, su situación personal hubiera resultado
agravada y, por ello, la incapacidad consecuente incre-
mentada.

De lo expuesto se deduce que la calificación esta-
blecida en la Sentencia no puede considerarse que hubie-
ra sido establecida de modo definitivo, dando lugar a
una situación jurídica consolidada como se sostiene en

la demanda de amparo, sino más bien como una valo-
ración que quedaba supeditada al posterior análisis final
que hubiera de realizarse con el transcurrir del tiempo.

Tal razonamiento, deducido de la propia Sentencia,
permite afirmar que si a los afectados de «GI» les fue
asignada una determinada indemnización de
90.000.000 de pesetas y nada se decía en la Sentencia
de los afectados de «GI-PP», es evidente que en ejecución
de Sentencia la Sala tuviera que interpretar los términos
de la fundamentación y del fallo de la misma, habida
cuenta de que el inicial diagnóstico de «gran invalidez»
había sido sostenido sobre la base de los primeros pade-
cimientos apreciados en la fallecida, advirtiéndose con
claridad en el informe de los médicos forenses que, por
los padecimientos concurrentes que presentaba, su pro-
gresión era muy difícil de evaluar. Se trataba, en definitiva,
de un diagnóstico no consolidado, de ahí que al plasmarse
en la Sentencia se hicieran constar las siglas «pp».

d) Si se llega a la conclusión de que el diagnóstico
asignado a doña Francisca Faba Salvado no era con-
cluyente, habrá que reconocer que la situación jurídica
de la perjudicada, en lo que respecta a la calificación
de sus padecimientos, no adquirió carácter de definitiva,
acarreando tal circunstancia la evidente consecuencia
de que no pueda hacerse ya referencia a un supuesto
de intangibilidad de una resolución judicial firme, sino
que nos debemos situar en el ámbito de la determinación
del alcance del fallo, cuya fijación, como de manera rei-
terada ha declarado este Tribunal, corresponde en prin-
cipio a los órganos judiciales, de conformidad con los
propios criterios interpretativos y en uso de la potestad
de hacer ejecutar lo juzgado que les reconoce el
art. 117.3 CE.

Así pues, puede afirmarse, a partir de la documen-
tación aportada, que no ha existido una vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva, pues los Autos
impugnados lo que en realidad hicieron fue llevar a cabo
una labor interpretativa de la determinación del alcance
del fallo sobre la calificación de la incapacidad sufrida
por doña Francisca Faba Salvado a la vista de que la
propia Sentencia había anudado a la calificación de gran
invalidez un condicionamiento pendiente de interpretar,
que no era otro que el de la necesidad de determinar
en qué medida el proceso patológico paralelo que tenía
la fallecida podía haber concurrido en su estado de salud
general hasta el punto de agravarlo. En definitiva, el órga-
no judicial de ejecución, más que desatender y no res-
petar una situación jurídica consolidada, ha pretendido
con los Autos recurridos determinar el verdadero alcance
de los padecimientos sufridos por la causante del deman-
dante de amparo y tratar de llegar a establecer la ver-
dadera calificación de la incapacidad causada por el sín-
drome tóxico. De modo que, aun cuando dichos Autos
hubieren sido dictados con el ropaje formal de un Auto
de aclaración, en realidad tenían como finalidad la deter-
minación del alcance del fallo recaído en la Sentencia
en su apartado de responsabilidad civil derivada de los
delitos cometidos.

En conclusión, sostiene el Ministerio Fiscal, los Autos
impugnados no han vulnerado el derecho a la tutela
judicial efectiva, pues se han limitado a interpretar el
sentido de la decisión adoptada en la Sentencia. Aunque
el ropaje formal de un Auto aclaratorio del art. 267 LOPJ
no era procesalmente el más adecuado para establecer
una interpretación, en fase de ejecución de Sentencia,
del sentido del fallo relativo a aquellos perjudicados en
quienes había concurrido un padecimiento ajeno junto
al del síndrome tóxico, que no venía específicamente
consignado como apartado separado en la Sentencia
a efectos de reconocerles una determinada indemniza-
ción, claramente se desprende de la fundamentación
de los dos Autos que su finalidad fue la de establecer
una indemnización proporcionada a los padecimientos
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sufridos por doña Francisca Faba Salvado derivados
exclusivamente del síndrome tóxico, excluyendo los con-
currentes al mismo, e interpretando, por lo tanto, el sentir
de la Sentencia de anudar a la gran invalidez apreciada
la existencia de una patología previa que en la resolución
de fondo no había quedado determinada.

8. El Abogado del Estado, mediante escrito regis-
trado en fecha 12 de febrero de 2002 interesó, ante
la insuficiencia de los particulares testimoniados que se
adjuntaban a la demanda, la reclamación de los ante-
cedentes y datos que mencionó en el cuerpo de su escri-
to, que se pusieran de manifiesto a las partes y que
se les concediese un nuevo plazo de veinte días para
alegaciones y, subsidiariamente, para el caso de que
se denegara la petición de antecedentes, un nuevo plazo
alegatorio para el Abogado del Estado.

Por diligencia de ordenación de la Secretaría de la
Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de 4 de abril
de 2002, se acordó dirigir atenta comunicación a la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal a fin de que, a la mayor brevedad posible, remitiese
testimonio de los documentos interesados por el Abo-
gado del Estado.

Por nueva diligencia de ordenación de 13 de junio
de 2002 se acordó, a la vista de las actuaciones reci-
bidas, conceder a la parte recurrente, al Abogado del
Estado y al Ministerio Fiscal un plazo común de veinte
días para que pudieran presentar las alegaciones que
tuvieran por conveniente o completar las ya formuladas,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC.

9. El Abogado del Estado evacuó el trámite de ale-
gaciones conferido mediante escrito registrado en fecha
5 de julio de 2002, en el que interesó, con base en
la argumentación que a continuación se extracta, la
desestimación de la demanda de amparo:

a) Comienza por relatar los padecimientos diagnos-
ticados a doña Francisca Faba Salvado en las numerosas
ocasiones en que fue explorada, no constando en nin-
guno de los informes emitidos, afirma el Abogado del
Estado, su relación directa con la ingesta de aceite de
colza desnaturalizado, para detenerse, a continuación,
en el informe médico emitido en fecha 7 de diciembre
de 1987 por los forenses del Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Dos Hermanas (Sevilla). Este informe responde
en su redacción a un modelo de cuestiones prefijadas,
elaborado con objeto de simplificar el trabajo y clasificar
a los afectados por el síndrome tóxico, dado el gran
número de éstos. Sin embargo, ni las preguntas estaban
formuladas con igual claridad, ni el encasillado del mode-
lo permitía especiales precisiones, ni, sobre todo, hubo
uniformidad en su interpretación, dado que en algunos
casos se entendió que el estado o grado de invalidez
expresaba o debía expresar la situación efectiva de los
afectados, al margen de cuál hubiera sido la causa de
dicha situación, y en otros casos se entendió que lo
que había que consignar eran aquellas incapacidades
o lesiones derivadas del síndrome tóxico. En el informe
relativo a la causante del demandante de amparo consta
una aspa asignada a la alternativa «gran incapacidad»,
al lado de algunas situaciones de incapacidad parcial,
total y absoluta propias de la terminología de la legis-
lación social, pero esa indicación meramente gráfica vie-
ne precedida de una apretada síntesis de padecimientos
diversos, intercalada en el escaso espacio dejado por
el cuestionario remitido. Notoriamente resultan ser
dichos padecimientos anteriores a los sucesos y afec-
tación por el aceite de colza. En otras palabras, los facul-
tativos indican la situación de incapacidad de doña Fran-
cisca Faba Salvado como estado de hecho ya puesto
de manifiesto en numerosos informe anteriores, pero
no indican en absoluto que esa situación sea debida

precisamente a la ingestión de aceite de colza. Frente
a lo que afirma el recurrente en amparo, este informe
no resultó ratificado por los forenses de la Sección
Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

A causa del fallecimiento de doña Francisca Faba
Salvado, por providencia de 17 de noviembre de 1989
se acordó que los médicos forenses informaran a fin
de establecer la relación causal entre el fallecimiento
y el síndrome tóxico. En el informe se refiere, con los
datos de la autopsia practicada en su día, cómo la falle-
cida sufría de osteoporosis y de un proceso artrósico
progresivo, así como de histerectomía anteriores a la
aparición del síndrome, llegando a la conclusión de que
su muerte no guarda relación causal directa con el sín-
drome tóxico.

b) En la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 20 de mayo
de 1989, la causante del demandante de amparo figu-
raba en el anexo IV con las siglas GI y al margen PP,
denotativas de gran incapacidad y patología previa, res-
pectivamente. Tales expresiones deben ponerse en rela-
ción con los exámenes clínicos anteriores: por un lado,
la situación de la afectada era su inmovilidad práctica-
mente absoluta, pero, por otro lado, la causa se cifraba
más en las patologías previas que sufría que en la sin-
tomatología de la neumonía propia del síndrome tóxico.
La inclusión en uno u otro de los apartados o anexos
que se iban formando a grandes dificultades y no poco
apresuramiento, dada la gran cantidad de afectados y
el propósito de resolver de manera urgente las nece-
sidades de tan alto número de personas, permite afirmar
que tales anexos no eran sino expresión de una situación
provisional perfectamente revisable en los trámites de
ejecución de Sentencia. Las mismas siglas empleadas
representan entre sí una contradicción como señala el
Auto de 28 de noviembre de 2000 (FJ 2), o, si queremos,
un caso cuanto menos dudoso y por ello pendiente de
concreción. La propia Sentencia se encarga de expre-
sarlo con meridiana claridad: «Las calificaciones de afec-
tados quedan referidas a las que resulten finalmente,
caso de que se produzca modificación en ellas». No se
puede entender esta expresión como habilitante sólo
de una mejora de la calificación en el aspecto indem-
nizatorio por causa de un empeoramiento o agravamien-
to del estado de salud, sino de cualquier modificación
que resulte finalmente. Tampoco tendría justificación
alguna que la inclusión en estos anexos representara
una situación provisional y revisable sólo a instancia de
los perjudicados, quedando excluida de toda iniciativa
la parte declarada responsable civil o el mismo juzgador.

La propia Sentencia prevé la actualización del estado
de sanidad de los afectados que figuran en las corres-
pondientes carpetas. En este sentido ha de observarse
que en la carpeta de fallecidos (núm. 833, a nombre
de doña Francisca Faba Salvado, dimanante del sumario
núm. 129/81; rollo 208/1981 de los Juzgados Cen-
trales 2 y 3 ; actualmente rollo de ejecución núm. 5/95)
obra el informe médico legal emitido en Dos Hermanas
(Sevilla), en cuyo recuadro superior derecho constan las
siglas GI-pp. Y a continuación en el mismo expediente
aparece emitido con fecha 17 de noviembre de 1989
el informe que revela a las claras la ausencia de relación
directa entre su fallecimiento y el síndrome tóxico. No
puede haber duda, pues, de que la Sentencia, al men-
cionar unas siglas donde se encuadraban a las personas
de los afectados, no hacía otra cosa que decidir la con-
dición de perjudicadas de las personas incluidas en una
lista, pero sin dejar de remitirse en cuanto al importe
de las indemnizaciones al estado real de los padecimien-
tos y a su verdadera causa.

c) En los Autos de 13 de marzo y 11 de mayo de
1988 (sic) se confirma cuanto acabamos de exponer.
En la ejecución de la Sentencia no deja de destacarse
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la singularidad de este procedimiento de ejecución masi-
va, donde, como se señala en el primero de los men-
cionados Autos, «no se ha especificado en el fallo la
cuantía de la indemnización que corresponde a cada
uno de los perjudicados»; por ello el Tribunal considera
imprescindible partir de lo dispuesto en el art. 798.1
LECrim. Este precepto es precisamente el que marca
el ámbito de ejecución, permitiendo una actividad con-
tradictoria —incluyendo la prueba— entre las partes que
permita concretar la cifra indemnizatoria. La Sala aclara
en el primero de los Autos referidos la necesidad de
evaluar el estado de salud de los afectados en los casos
dudosos. Y, evidentemente, el de doña Francisca Faba
Salvado lo era por indicarse respecto de ella la existencia
de una patología previa que negaba —o ponía en duda—
que la situación de invalidez de aquélla fuera debida
al síndrome tóxico. El que hubiera un apartado específico
para casos dudosos, no implicaba la exclusión de la duda
de los demás anexos o estadillos de clasificación. En
el fundamento jurídico 7 del primero de esos Autos la
Audiencia Nacional no se limitan los casos dudosos a
determinados anexos o apartados; el cierre de los anexos
a una fecha determina sólo indica la clausura del pro-
cedimiento en cuanto a las personas reconocidas como
afectadas.

En el segundo de los Autos de 11 de mayo de 1988
(sic) se rechaza la pretensión de algunos demandantes
en el sentido de excluir el procedimiento del art. 798
LECrim, por entender que la Ley confiere a las partes
una actividad de contradicción y de prueba, destacando
la propia singularidad del procedimiento seguido median-
te una homogeneización de las reclamaciones no habi-
tual, hasta el punto de haberse preparado por el Tribunal
un modelo normalizado de solicitud, inspirado en el inte-
rés de evitar dilaciones.

Ante esta situación no es reconocible ningún error
de la Sala al proveer a la petición de un informe y resolver
según la opinión de éste en el sentido de que la causante
del demandante de amparo no padecía una situación
de invalidez permanente a causa del síndrome tóxico,
cifrando su incapacidad como parcial, valorando así la
intercurrencia de otros procesos patológicos. No hay
error porque en la Sentencia no se ofrece una calificación
precisa y definitiva de la situación de doña Francisca
Faba Salvado, por más que la inclusión de aquélla en
el anexo IV haya podido inducir a la Sala a estimar un
error de hecho. La resolución impugnada no elimina por
tanto un error padecido, sino que disipa una duda, que
a tenor de la Sentencia habría que resolver en vía de
ejecución. En la Sentencia primera del Tribunal Supremo
dictada en casación de la recurrida de la Audiencia Nacio-
nal se hace una relación de casos en los que deter-
minados reclamantes postulaban una mejora de su cla-
sificación. El Tribunal Supremo desestimó un gran núme-
ro de casos y admitió otros como pertinentes. Por cierto
que en gran parte de los desestimados la situación es
idéntica a la del presente recurso: casos en los que la
invalidez no es imputable al síndrome tóxico, sino a otros
padecimientos previos, revelados a través de la autopsia.
Estos casos los resuelve el Tribunal Supremo haciendo
una reserva en cuanto a que la materia no es propia
de la casación, aunque resolviéndolos por una razón de
economía procesal y sin dejar de invocar en algunos
casos la mediación de un error, o simplemente recor-
dando el pronunciamiento contenido en la Sentencia de
la Audiencia Nacional acerca de que las calificaciones
quedan referidas a lo que resulte en definitiva.

d) Si en las resoluciones recurridas no hay error,
sino ajuste pleno a los pronunciamientos de una Sen-
tencia que por la naturaleza del asunto no podía des-
cender al detalle de más de 19.000 casos, confiando
a los trámites de ejecución la concreción de la indem-
nización, no podemos dejar de considerar subsidiaria-

mente la existencia de error de hecho en que se basa
la propia Sala. En efecto, el error derivaría de haber tra-
ducido incorrectamente el lenguaje médico forense por
unas siglas inadecuadas. Toda traducción es una puesta
en común de dos lenguajes diversos y toda traducción
defectuosa no puede sino obedecer a un error en el
empleo de una palabra por otra. En el presente caso
el error estaría cifrado en la ausencia, bien de una simple
preposición (gran invalidez por una patología previa),
bien en un adverbio (gran invalidez a pesar de una pato-
logía previa). El alcance de una u otra expresión es radi-
calmente diferente y la mención en el anexo por simple
yuxtaposición de ambas cosas (GI-PP) no resolvería la
alternativa: si la patología previa es la causante de la
invalidez de doña Francisca Faba Salvado no merecería
indemnización alguna; si la causa de la invalidez se pro-
duce a pesar o a despecho de esa patología previa, habría
que reconocer el derecho que se instaba ante la Sala.
Para saber si era una cosa o la otra, la Sala no tenía
otro remedio que acudir a la fuente desde donde se
había trasladado o traducido. La corrección de errores
materiales comprende también —y con mayor razón—
la determinación del alcance de expresiones oscuras o
ambivalentes. Por corresponder al dominio de la pericia
es natural que la Sala acudiera a esa fuente tratando
de despejar esa cuestión. Al fin se revelaría que el error
estaba en la inclusión de la gran invalidez en el ane-
xo IV —un puro error de encuadramiento— puesto que
la patología previa era la causa determinante de la inva-
lidez. La Sala corrige un puro error de hecho por un
sentimiento de justicia que le honra: si en otros casos
—la mayoría, según relata el Auto de 16 de febrero de
2001— subsana errores en beneficio de los perjudicados,
podrá también hacerlo en beneficio de la Administración,
sobre todo si ésta no ha contado con oportunidad pro-
cesal para instar su rectificación.

En definitiva, la demanda de amparo, al postular la
firmeza de la clasificación, no pretende realmente que
se reconozca que doña Francisca Faba Salvado tenía
derecho a la indemnización «GI-PP», binomio inexpresivo
por si mismo, sino que la pretensión, en lugar de con-
cretarse en el contenido de la clasificación, se dirige
a su puro emplazamiento en un anexo, que es lo que
a fin de cuentas se relevaría como erróneo en el plano
subsidiario en el que se formula esta alegación.

10. La representación procesal del demandante de
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado en fecha 11 de julio de 2002,
en el que reiteró las ya formuladas con anterioridad y
concluyó solicitando de este Tribunal que dicte Sentencia
en los términos interesados en la demanda de amparo.

11. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de ale-
gaciones conferido mediante escrito registrado en
fecha 15 de julio de 2002, en el que manifestó que,
examinadas las actuaciones remitidas a instancias del
Abogado del Estado, da por reproducido su anterior escri-
to de alegaciones.

12. Por providencia de 10 de octubre de 2002, se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 14 de octubre siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. En el suplico de la demanda de amparo se inte-
resa únicamente la nulidad del Auto de la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
de 16 de febrero de 2001, que desestimó el recurso
de súplica interpuesto por el demandante de amparo
contra el Auto de la misma Sección, de 28 de diciembre
de 2000, por el que se dispuso en el rollo de ejecución
5/95 la rectificación de un error material manifiesto apre-
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ciado en la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional 48/1989, de 20
de mayo, recaída en el sumario núm. 129/81 por delito
contra la salud pública y otros, referido a la clasificación
otorgada en la mencionada Sentencia a doña Francisca
Faba Salvado, causante del ahora recurrente en amparo,
como consecuencia de las lesiones padecidas como afec-
tada por el denominado síndrome tóxico. Sin embargo,
dado que el Auto de 16 de febrero de 2001, al deses-
timar el recurso de súplica, confirmó el Auto de 28 de
diciembre de 2000, ambas resoluciones judiciales, habi-
da cuenta de la vulneración constitucional denunciada,
deben considerarse impugnadas en el presente proceso
de amparo, de acuerdo con una reiterada doctrina cons-
titucional, según la cual cuando se impugna en amparo
una resolución judicial confirmatoria de otras, que han
sido lógica y cronológicamente presupuesto de aquélla,
han de entenderse también recurridas las precedentes
resoluciones judiciales confirmadas (SSTC 97/1999, de
31 de mayo, FJ 2; 14/2000, de 17 de enero, FJ 2;
81/2000, de 27 de marzo, FJ 1; 214/2000, de 18
de septiembre; 115/2002, de 20 de mayo, FJ 2).

El demandante de amparo imputa a los Autos recurri-
dos la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva,
en su vertiente de derecho a la inmodificabilidad o intan-
gibilidad de las resoluciones judiciales firmes (art. 24.1
CE). Aduce al respecto que el órgano encargado de eje-
cutar una Sentencia firme dictada hace casi doce años
ha procedido de oficio a modificar la clasificación de
las lesiones padecidas por una persona, fallecida igual-
mente hace casi doce años, al estimar en aquella cla-
sificación la existencia de un error material manifiesto,
tras llevar a cabo una nueva valoración probatoria de
signo contrario a la anteriormente practicada, previa soli-
citud de un nuevo informe de los médicos forenses. En
su opinión, el órgano judicial encargado de la ejecución
no ha respetado el valor de cosa juzgada de la Sentencia
de la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional, por haber procedido a efectuar una
nueva valoración de las pruebas ya valoradas en el pro-
ceso y por no ejecutar en sus propios términos aquella
Sentencia, aplicando indebidamente, además, el art.
267.2 LOPJ, al desconocer la configuración jurispruden-
cial que este Tribunal ha llevado a cabo de la figura
del error material manifiesto. En esta línea argumental,
en el trámite de alegaciones del art. 52.1 LOTC, añade
que los Autos recurridos habrían vulnerado asimismo
el derecho fundamental invocado en el supuesto de que
la rectificación llevada a cabo no se considerara como
un error material manifiesto, sino como la aclaración
de un punto oscuro, la superación de una omisión o
la rectificación de un error distinto al material manifiesto,
pues se habría efectuado transcurrido el plazo que dis-
pone el art. 267.1 LOPJ. No obstante, descarta en todo
caso que existiera error al transcribir a siglas el informe
emitido por los médicos forenses del Juzgado de Ins-
trucción de Dos Hermanas (Sevilla) relativo a las lesiones
padecidas por su causante, así como que, de haber exis-
tido error, éste pudiera ser calificado como material y
manifiesto, dado que su corrección ha supuesto un nuevo
juicio valorativo, esto es, una valoración nueva y distinta
de la prueba, resolviéndose cuestiones discutibles y opi-
nables, como es la de la incidencia del añadido de las
siglas pp (patología previa o intercurrente) a las siglas
GI (gran invalidez).

El Ministerio Fiscal se opone a la estimación del recur-
so de amparo, al entender que la calificación otorgada
en la Sentencia a doña Francisca Faba Salvado no puede
considerarse definitiva, dando lugar a un diagnóstico o
situación jurídica consolidada, sino más bien como una
valoración que quedaba supeditada al posterior análisis
final que hubiera de realizarse con el transcurso del tiem-
po, como se deduce del empleo por la propia Sentencia

de las siglas GI-pp (gran invalidez-patología previa).
Tratándose, por tanto, de un diagnóstico o situación jurí-
dica no consolidada no puede hacerse referencia en este
caso a un supuesto de intangibilidad de una resolución
judicial firme, sino que el mismo debe incardinarse en
el ámbito de la determinación del sentido y alcance del
fallo, cuya fijación corresponde, en principio, a los órga-
nos jurisdiccionales. Así pues, los Autos recurridos han
llevado a cabo una labor interpretativa en la determi-
nación del alcance del fallo sobre la calificación de la
incapacidad padecida por la causante del demandante
de amparo, a la vista de que la propia Sentencia había
anudado a la calificación de gran invalidez un condi-
cionamiento pendiente de interpretar, que no era otro
que la necesidad de determinar en qué medida el pro-
ceso patológico paralelo que sufría podía haber concurri-
do en su estado de salud general hasta agravarlo. De
modo que, aun cuando los Autos impugnados han sido
dictados con el ropaje formal de un Auto de aclaración,
en realidad tienen como finalidad la determinación del
alcance del fallo recaído en la Sentencia a ejecutar en
su apartado de responsabilidad civil derivada de los deli-
tos cometidos.

Por su parte el Abogado de Estado también se opone
a la estimación de la demanda de amparo. En la línea
argumental sostenida por el Ministerio Fiscal considera
que los anexos de la Sentencia no son sino expresión
de una situación provisional perfectamente revisable en
los trámites de ejecución de la Sentencia, como se pone
de manifiesto en su fundamento jurídico 9 al señalar
que «las calificaciones de afectados quedan referidas
a las que resulten finalmente, caso de que se produzca
modificación en ellas», por lo que no cabe hablar de
error, ya que en la Sentencia no se ofrece una calificación
precisa y definitiva, en lo que en este caso interesa,
de doña Francisca Faba Salvado, por más que su inclu-
sión en el anexo IV haya podido inducir al órgano encar-
gado de la ejecución a apreciar la existencia de un error
material manifiesto. Las resoluciones judiciales impug-
nadas, por tanto, no eliminan un error padecido, sino
que disipan una duda que a tenor de la Sentencia había
que resolver en la fase de ejecución. Con carácter sub-
sidiario alega que, si se estimase la existencia de un
error de hecho, como se hace en las resoluciones recurri-
das, el mismo derivaría de haber traducido incorrecta-
mente el lenguaje forense por unas siglas inadecuadas
y se cifraría en la ausencia, bien de una simple pre-
posición (gran invalidez por una patología previa), bien
de un adverbio (gran invalidez a pesar de una patología
previa), debiendo resolver el órgano encargado de la
ejecución la alternativa que se planteaba, para lo que
acudió al informe médico forense, comprendiendo tam-
bién, en todo caso, la corrección de errores materiales
la determinación del alcance de las expresiones oscuras
o ambivalentes.

2. En el presente caso, como se ha dejado cons-
tancia en los antecedentes de este Sentencia, los Autos
de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional impugnados en amparo han variado la cla-
sificación que en la Sentencia dictada por la Sección
Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
se había otorgado a la causante del ahora demandante
de amparo como consecuencia de las lesiones padecidas
en su condición de afectada del denominado síndrome
tóxico, cuya situación ha pasado de ser clasificada en
el anexo IV de la mencionada Sentencia de gran inva-
lidez-patología previa (GI-pp) a incapacidad parcial per-
manente (IP). Variación que ha tenido la consiguiente
incidencia en la cuantía de la indemnización a percibir
por el recurrente en amparo, heredero universal de doña
Francisca Faba Salvado, que se ha visto reducida de
los noventa millones de pesetas establecidos en la citada
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Sentencia para las situaciones de gran invalidez a otra
inferior, pues la fijada en aquella Sentencia para las situa-
ciones de incapacidad parcial es la de veinticinco millo-
nes de pesetas. Se razona al respecto, en síntesis, en
los Autos recurridos, que la Sección Primera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional afirma que ha dic-
tado en el ejercicio de las facultades que le confiere
el art. 267 LOPJ para la corrección de errores materiales
manifiestos, que en este caso se había detectado un
error material manifiesto en la clasificación de doña Fran-
cisca Faba Salvado derivado del elevado número de víc-
timas a las que fue preciso asignar siglas, para evaluar
la clasificación que les debía corresponder, el cual no
cabe más que corregir, asignándole a la causante del
demandante de amparo la clasificación correcta de inca-
pacidad parcial (IP).

Procede, pues, ante todo determinar en el caso que
nos ocupa si el órgano judicial ha actuado (como sos-
tienen el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado), en
el ejercicio de la facultad que le corresponde de deter-
minar el sentido y alcance de la decisión judicial a eje-
cutar, o, (como se afirma en las propias resoluciones
judiciales recurridas), dentro de los límites en que ex
art. 267.2 LOPJ puede desenvolverse el denominado
recurso de aclaración en orden a la rectificación de erro-
res materiales manifiestos, o, en fin, si, por el contrario,
ha transgredido, (como se sostiene en la demanda de
amparo), el principio de inmodificabilidad de las reso-
luciones judiciales que garantiza el art. 24.1 CE. Para
ello es preciso realizar, como reiteradamente ha decla-
rado este Tribunal, un cuidadoso examen de las circuns-
tancias concurrentes en el supuesto concreto planteado,
con especial atención al texto de la resolución judicial
de cuya ejecución se trata, pero sin olvidar el contexto
procesal en el que se inscribe (SSTC 140/2001, de 18
de junio, FJ 8; 216/2001, de 29 de octubre, FJ 3).

3. Abordaremos, en primer término, el examen de
los pronunciamientos contenidos en la Sentencia de la
Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional, para seguir, a continuación, con los de los
Autos dictados ya en la fase de ejecución de la men-
cionada Sentencia por la Sección Primera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 13 de marzo
y 11 de mayo de 1998, y concluir, finalmente, con los
Autos impugnados en el presente proceso de amparo.

En la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional núm. 48/1989,
de 20 de mayo, se declara como hecho probado que
«han resultado afectadas las personas que se nominan
en el anexo IV; salvo las de aquellas carpetas que figuran
’sin cerrar’, que están pendientes de calificación sobre
si han sido o no afectadas», procediendo a clasificar
a los afectados en asintomáticos o sintomáticos. A los
primeros se los identificó con las siglas A0, A1, A3 y
A9, según los síntomas hubieran durado hasta quince,
treinta, noventa o más de noventa días. A los afectados
sintomáticos se los identificó con las siglas «SI, sin inca-
pacidad; IP, con incapacidad parcial para su habitual ocu-
pación; IT, con incapacidad total para ella; IA, absoluta
para toda ocupación laboral; y GI, con gran invalidez.
En todas ellas —se afirma en la Sentencia— los síntomas
se extendieron por más de 90 días» y «el tiempo de
permanencia en la sintomatología nunca ha sido superior
al de la necesidad de asistencia médica», especificando
—a continuación— que «Las letras PP indican que el enfer-
mo padecía cierta patología previa o intercurrente».

Seguidamente se alude en la Sentencia a los anexos
V, VI, VII y VIII, definiendo su contenido y la situación
en la que se encontraban las personas en ellos rela-
cionadas. Así, se dice en la Sentencia que en el «anexo
V, se relacionan con las siglas NA, las personas que
no han padecido ST y, con las CD y DI, las que no consta

por ahora en el proceso si han sufrido o no la enfer-
medad». En el anexo VI las personas que «fallecieron
a consecuencia del ST». En el anexo VII «se comprenden
los supuestos NE, DU y DI. En los casos NE no ha existido
relación causal entre el fallecimiento y el ST; en los DU
o DI, ese enlace no consta, por ahora, en el proceso.
Se especifica en otra columna, si estuvieron afectadas,
AF; si consta que no lo estuvieron, NA; o, si no aparece
si sufrieron o no la enfermedad, CD o DI. Respecto a
los AF no ha sido posible una más precisa calificación».
Y, por último, en el anexo VIII se recogen «los fallecidos
pendientes de calificación». Concluye, en lo que aquí
interesa, este apartado del relato de los hechos decla-
rados probados, señalándose que las siglas CD y DU
«se refieren a la existencia de duda», y DI «a la insu-
ficiencia documental», y que todos los anexos «del III
al VIII [fueron] cerrados el 31.05.89» (págs. 243-244).

En el fundamento jurídico 9 de la Sentencia se fija
la cuantía de las indemnizaciones que corresponden a
cada uno de los grupos o categorías en las que han
sido clasificadas las personas afectadas, la cual se repro-
duce en la parte dispositiva de la Sentencia (fallo, apar-
tado 18), afirmándose en el apartado siguiente que, «en
el supuesto de producirse ulterior variación desfavorable
en el estado de los afectados, las indemnizaciones se
referirán a las calificaciones que finalmente resulten»
(fallo, apartado 19).

Pues bien, la causante del ahora demandante de
amparo, doña Francisca Faba Salvado, fue clasificada
en la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala de
lo Penal de la Audiencia Nacional, tras el informe emitido
por los médicos forenses del Juzgado de Instrucción
de Dos Hermanas (Sevilla), en el anexo IV, que lleva
por rúbrica «Relación de personas afectadas por el Sín-
drome Tóxico», con el número 01312, asignándosele
las siglas GI (gran invalidez), haciendo constar en otra
columna las siglas PP (patología previa).

La anterior Sentencia, a los efectos que a este recurso
de amparo interesan, fue confirmada en casación por
la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo
de 23 de abril de 1992, en la que se procedió a revisar
la clasificación conferida a algunas de las personas afec-
tadas por el síndrome tóxico.

La lectura del precedente relato pone de manifiesto
que la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional, en su Sentencia núm. 48/1989,
de 20 de mayo, clasificó a la causante del ahora deman-
dante de amparo entre los afectados sintomáticos, cali-
ficando su situación como de gran invalidez, con la indi-
cación de que padecía una cierta patología previa o
interrecurrente, no encontrándose incluida, por lo tanto,
en los grupos de personas afectadas o perjudicadas pen-
dientes de clasificar o de clasificación dudosa, ni entre
las relacionadas en el anexo IV cuya carpeta estuviera
pendiente «de cerrar». De otra parte, según resulta del
apartado 19 de la parte dispositiva de la Sentencia, que
determina el alcance de la afirmación que se recoge
en su fundamento jurídico 9 sobre el momento al que
finalmente han de referirse las clasificaciones de las per-
sonas afectadas o perjudicadas, «solo en el caso de pro-
ducirse una ulterior variación desfavorable en el estado
de los afectados, las indemnizaciones se referirán a las
calificaciones que finalmente resulten», lo que obviamen-
te exigirá una revisión del estado de sanidad. Ha de
concluirse, pues, que la clasificación otorgada a doña
Francisca Faba Salvado por las lesiones padecidas como
consecuencia del síndrome tóxico, una vez confirmada
en casación en este extremo la Sentencia de la Sección
Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
por la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supre-
mo, de 23 de abril de 1992, adquirió carácter de un
pronunciamiento judicial firme.
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Conclusión que confirman, como a continuación se
tendrá ocasión de constatar, en el entendimiento que
efectúan de los distintos grupos en los que se clasificó
en la Sentencia a las personas afectadas o supuesta-
mente afectadas, los Autos de la Sección Primera de
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 13 de
marzo y 11 de mayo de 1998, en los que se establecieron
las reglas a seguir para la ejecución de la Sentencia,
acordándose diferentes procedimientos para solicitar y
obtener la liquidación de las indemnizaciones en aten-
ción a la situación de cada una de las víctimas, y del
primero de los cuales, como ya se ha dejado constancia,
claramente se infiere el carácter firme de las clasifica-
ciones conferidas en la Sentencia a las personas que
se mostrasen conformes con las mismas o que no soli-
citasen en el plazo señalado en el indicado Auto la revi-
sión de su estado de sanidad.

4. En efecto, declarada por Sentencia de la Sección
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
de 24 de mayo de 1996, confirmada en casación por
la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo
de 26 de septiembre de 1997, la responsabilidad sub-
sidiaria del Estado por los daños y perjuicios sufridos
por las víctimas del denominado síndrome tóxico, la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal, en su condición de órgano jurisdiccional encargado
de la ejecución de su Sentencia de 24 de mayo de 1996
y de la dictada por la Sección Segunda de la Sala de
lo Penal de la Audiencia Nacional, de 20 de mayo de
1989, dictó en fase de ejecución sendos Autos de 13
de marzo y 11 de mayo de 1998, en los que estableció
las reglas a seguir para la ejecución de ambas Senten-
cias, acordando diferentes procedimientos para solicitar
y obtener la liquidación de las indemnizaciones, en fun-
ción de la situación de cada una de las víctimas en aten-
ción a que los afectados hubiesen mostrado su con-
formidad con la clasificación de sus lesiones efectuada
en la Sentencia de 20 de mayo de 1989, se hubieran
mostrados disconformes con la misma y pretendieran
su revisión al entender que habían empeorado, o se
encontrasen aún pendientes de clasificación o de su
inclusión en la lista de afectados.

En el primero de los mencionados Autos, de fecha 13
de marzo de 1998, tras afirmarse que el fallecimiento
de la persona afectada con posterioridad a la Sentencia
de 20 de mayo de 1989 «no hace incrementar, pero
tampoco disminuir, la indemnización recogida en el
correspondiente grado de afectación» (FJ 5), se procede
a establecer distintos procedimientos para la ejecución
de las Sentencias y la liquidación de las indemnizaciones
correspondientes en atención a la situación de cada una
de las víctimas. A tal efecto se distingue entre aquellas
personas que, teniendo reconocida la condición de per-
judicados, todavía se encuentran pendientes de clasificar
o su clasificación resulta dudosa, respecto de las cuales
debe procederse a evaluar su estado de sanidad, inclu-
yéndolas en cada uno de los grupos de afectados esta-
blecidos en la Sentencia y sus anexos, y aquellas otras
cuyo estado de sanidad ya ha sido evaluado, respecto
a las cuales tan sólo será necesario revisar ese estado
si expresamente lo solicitan por haberse modificado la
situación con posterioridad a la clasificación. Con base
en dicha distinción se disponía un plazo de tres meses,
que fue ampliado a doce meses por el Auto de 11 de
mayo de 1998, para presentar las reclamaciones des-
tinadas a obtener la actualización del estado de sanidad,
quedando obligado el reclamante a presentar un prin-
cipio de prueba, referido básicamente a la aportación
de los informes médicos que justifiquen tal variación,
de modo que los afectados que dejen transcurrir el plazo
señalado, sin formular reclamación en orden a obtener
la revisión de la clasificación del estado de sanidad o

afectación, «habrán aceptado su inclusión en la clasi-
ficación actualmente obrante en las actuaciones, y a ella
deberán atenerse en su día, cuando insten la liquidación».
En cuanto a aquellas personas cuya afectación no ha
sido declarada en la Sentencia, pero que se ha con-
siderado como dudosa y que se encuentran incluidas
en los anexos V, con las siglas CD y DI, VII, con las
siglas DU, DI y CD, IV, como casos «sin cerrar», y VIII,
fallecidos pendientes de clasificar, se estima necesario,
para determinar de forma definitiva si pueden o no tener
la consideración de perjudicados, que aporten en un pla-
zo de seis meses, ampliado a dieciocho meses por el
Auto de 11 de mayo de 1998, documentación com-
plementaria, pues la aportada en su día al proceso fue
estimada insuficiente, tratándose de personas que, al
no estar reconocidas como perjudicadas en la Sentencia,
carecen del título que corresponde a los que ya tienen
declarada tal cualidad, si bien se les concede la opor-
tunidad, al reputarlos como dudosos o pendientes, de
que con posterioridad al proceso se lleve a cabo tal deter-
minación. En definitiva, se concluye en el mencionado
Auto en relación con los dos grupos aludidos, «los afec-
tados que, estando ya clasificados en un determinado
grupo de afectación, pretendan su revisión, y las per-
sonas que figuran como dudosas o pendientes de cali-
ficar, o sus herederos, deberán presentar la solicitud en
los plazos [señalados]... y si no lo hicieren los primeros
deberán atenerse a las clasificación que figura en la Sen-
tencia ... y los segundos perderán la posibilidad de ser
declarados como perjudicados» (FJ 7).

Respecto de las personas clasificadas en la Sentencia
que se muestren conformes con tal clasificación, así
como aquéllas que no soliciten en el plazo señalado
su revisión, se afirma en el Auto que se seguirá para
la liquidación de las indemnizaciones un procedimiento
«más simplificado, pues la práctica de la prueba sólo
deberá ir referida a la solicitud de certificación de las
cantidades recibidas de la Oficina de Gestión de Pres-
taciones Económicas y Sociales del Síndrome Tóxico.
Así, tras dar traslado de la pretensión al Ministerio Fiscal
y a la Abogacía del Estado, se practicará la prueba y,
después de oír a las partes por un plazo común de cinco
días, se fijará mediante auto la cuantía de la respon-
sabilidad civil. Este procedimiento —continúa el Auto—
se podrá ver incluso abreviado en el supuesto de que
la propia solicitud del perjudicado ya viniese acompa-
ñada de esa certificación, en cuyo caso si, al dar traslado
de la misma al Ministerio Fiscal y al Abogado del Estado,
éstos no propusieran otra prueba, estando conformes
con la aportada, sería innecesario entrar en la fase pro-
batoria y por tanto en la audiencia posterior a la misma,
y podría dictarse la resolución procedente sin otros trá-
mites». Procedimiento al que no cabe acudir en relación
con las personas no conformes con la clasificación rea-
lizada en la Sentencia o para aquellos otros que, habien-
do sido reconocidos como afectados, no se encuentren
clasificados, pues «será preciso abrir un procedimiento
contradictorio, aunque tenga los mismos trámites, diri-
gido a evaluar nuevamente el estado de sanidad a su
instancia y, en todo caso, el reconocimiento por un médi-
co forense que el Tribunal designe» (FJ 9). En este sen-
tido en la parte dispositiva del Auto se concluye, respecto
a los afectados clasificados en la Sentencia que se mues-
tren conformes con tal clasificación, que podrán pre-
sentar ya la solicitud de liquidación, siguiendo el pro-
cedimiento más simplificado, debiendo entenderse refe-
rida la prueba únicamente a acreditar, a través de la
Oficina de Prestaciones Económicas y Sociales del Sín-
drome Tóxico, las cantidades percibidas, que quepa
deducir.

5. Pues bien, acogiéndose al procedimiento esta-
blecido en los mencionados Autos, el ahora demandante



BOE núm. 271. Suplemento Martes 12 noviembre 2002 73

de amparo, en su condición de heredero de doña Fran-
cisca Faba Salvado, presentó, en fecha 24 de mayo de
1999, solicitud para que le fuera liquidada la indem-
nización que le había sido reconocida a su causante
por la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala de
lo Penal de la Audiencia Nacional de 24 de mayo de
1989, mostrando su conformidad con la clasificación
que a aquélla le había sido otorgada en la mencionada
Sentencia. Recibida dicha solicitud, la Sección Primera
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Provincial, por
providencia de 22 de febrero de 2000, acordó, «vista
la fecha de fallecimiento de Francisca Faba Salvado, 22
de mayo de 1989, dos días después de publicarse los
Anexos de la Sentencia dictada en el Sumario núm.
129/81, de 20 de mayo de 1989, y constando en los
informes médicos la existencia de patología intercurrente
(pasar) toda la documentación relativa a la misma ...
a los médicos-forenses a fin de que informen sobre si,
a la vista de todo ello, pudo haber existido error al
clasificarla».

Emitido el solicitado informe médico, en cuyas con-
clusiones sus autores afirman que «parece razonable
otorgar en este caso, ... una calificación de incapacidad
parcial, atribuible a las secuelas de la afectación por
el Síndrome Tóxico, sin entrar en la valoración del grado
de invalidez que pudiera derivarse de la intercurrencia
de otros procesos patológicos sin relación causal demos-
trada con el Síndrome Tóxico», la Sección Primera de
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, por pro-
videncia de 2 de septiembre de 2000, acordó, «visto
el contenido del informe emitido por los Médicos Foren-
ses, acerca del posible error en la calificación otorgada
en sentencia a Francisca Faba Salvado, y a tenor de
lo establecido en el art. 240 de la LOPJ, ... concede[r]
a las partes un plazo de diez días a fin de que aleguen
lo que a su derecho convenga».

Evacuado el trámite de alegaciones por el Ministerio
Fiscal y el Abogado del Estado (quienes instaron, el pri-
mero de ellos con invocación expresa del art. 267 LOPJ,
la rectificación del error advertido en la Sentencia al
clasificar a doña Francisca Faba Salvado), y por el ahora
demandante de amparo, la Sección Primera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional, por Auto de 28
de noviembre de 2000, acordó en su parte dispositiva
rectificar el error material padecido en el anexo IV de
la Sentencia núm. 48/1989, de 20 de mayo, en el sen-
tido de que, donde consta otorgada a doña Francisca
Faba Salvado la calificación de gran invalidez (GI), debe
aparecer la de incapacidad permanente (IP). En la fun-
damentación jurídica del Auto se razona que «el art. 267
de la LOPJ establece como los errores materiales mani-
fiestos podrán ser rectificados en cualquier momento.
En este caso se ha producido un error material, puesto
en evidencia por el informe médico forense, error deri-
vado del elevado número de víctimas a las que fue pre-
ciso asignar siglas para evaluar la clasificación que le
debía corresponder. Una vez detectado este error no
cabe más que corregirlo asignando a Francisca Faba
Salvado la clasificación correcta de incapacidad par-
cial, IP».

El demandante de amparo interpuso recurso de súpli-
ca contra el anterior Auto, que fue desestimado por Auto
de 16 de febrero de 2001, en el que la Sección insiste
en que la asignación a su causante de las siglas GI «res-
pondió a un mero error material manifiesto, debido al
elevadísimo número de personas afectadas que hubieron
de ser clasificados, más de 19.000. El que este error
haya sido evidenciado gracias al informe que ahora rea-
lizan los forenses no le priva de su carácter de manifiesto,
ya que el error se produce al traducir a unas siglas el
contenido del informe forense, no se trata por tanto de
hacer una nueva valoración ni de un cambio de criterio,
proscrito por el principio de cosa juzgada».

6. Tras el examen de las concretas circunstancias
concurrentes en el presente caso, es preciso traer a cola-
ción la reiterada doctrina de este Tribunal, que constituye
ya un cuerpo jurisprudencial consolidado, sobre el dere-
cho a la intangibilidad, invariabilidad o inmodificabilidad
de las resoluciones judiciales como vertiente del derecho
a la tutela judicial efectiva, recogida, entre las más recien-
tes, en las SSTC 69/2000, de 13 de marzo (FJ 2);
159/2000, de 12 de junio (FJ 3); 111/2000, de 5 de
mayo (FJ 12); 262/2000, de 30 de octubre (FFJJ 2
y 3); 286/2000, de 27 de noviembre (FJ 2); 59/2001,
de 26 de febrero (FJ 2); 140/2001, de 18 de junio
(FFJJ 3 a 7); 216/2001, de 29 de octubre (FJ 2).

a) Aunque la protección de la integridad de las reso-
luciones judiciales firmes se conecta dogmáticamente
con el principio de seguridad jurídica que nuestra Cons-
titución protege en su art. 9.3, que no se ha erigido
por el texto constitucional en derecho fundamental de
los ciudadanos, ni se ha otorgado respecto a él la vía
del amparo constitucional, existe una innegable conexión
entre la inmodificabilidad de las resoluciones judiciales
y el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
del art. 24.1 CE, pues si éste comprende la ejecución
de los fallos judiciales, su presupuesto lógico ha de ser
el principio de la inmodificabilidad de las resoluciones
judiciales firmes, que así entra a formar parte de las
garantías que el art. 24.1 CE consagra (SSTC 119/1988,
de 4 de junio, FJ 2; 23/1996, de 13 de febrero, FJ 2).
El derecho a la tutela judicial efectiva asegura, por tanto,
a los que son o han sido parte en el proceso que las
resoluciones judiciales dictadas en el mismo no pueden
ser alteradas o modificadas fuera de los cauces legales
previstos para ello, de modo que si el órgano judicial
las modificara fuera del correspondiente recurso esta-
blecido al efecto por el legislador quedaría asimismo
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva, puesto
que la protección judicial carecería de eficacia si se per-
mitiese reabrir un proceso ya resuelto por Sentencia fir-
me. De esta manera el derecho a la tutela judicial efectiva
reconocido en el art. 24.1 CE actúa como límite que
impide a los Jueces y Tribunales variar o revisar las reso-
luciones judiciales definitivas y firmes al margen de los
supuestos y casos taxativamente previstos por la Ley,
incluso en la hipótesis de que con posterioridad enten-
diesen que la decisión judicial no se ajusta a la legalidad
(SSTC 119/1988, de 20 de junio, FJ 2; 231/1991, de
10 de diciembre, FJ 5; 19/1995, de 24 de enero, FJ 2;
48/1999, de 22 de marzo, FJ 2; 218/1999, de 29
de noviembre, FJ 2; 69/2000, de 13 de marzo, FJ 2;
111/2000, de 5 de mayo, FJ 12; 262/2000, de 30
de octubre, FJ 2; 286/2000, de 27 de noviembre, FJ 2;
140/2001, de 18 de junio, FJ 3; 216/2001, de 29
de octubre, FJ 2).

b) El principio de invariabilidad o inmodificabilidad
de las resoluciones judiciales opera, como es evidente,
más intensa y terminantemente en los supuestos de reso-
luciones firmes que en aquellos otros en los que el orde-
namiento procesal ha previsto específicos medios o cau-
ces impugnatorios que permiten su variación o revisión.
En este sentido el legislador ha arbitrado con carácter
general en el art. 267 LOPJ un mecanismo excepcional
que posibilita que los órganos judiciales aclaren algún
concepto oscuro, suplan cualquier omisión o corrijan
algún error material deslizado en sus resoluciones defi-
nitivas, el cual ha de entenderse limitado a la función
específica reparadora para la que se ha establecido.

Esta vía aclaratoria, como el Tribunal Constitucional
tiene declarado en reiteradas ocasiones, es plenamente
compatible con el principio de invariabilidad o inmodi-
ficabilidad de las resoluciones judiciales, siendo éste una
manifestación del derecho a la tutela judicial efectiva,
e instrumento para garantizarlo; mas no se integra en
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él la facultad de beneficiarse de oscuridades, omisiones
o errores materiales que con toda certeza pueden dedu-
cirse del propio texto de la resolución judicial (SSTC
380/1993, de 20 de diciembre, FJ 3; 23/1996, de 13
de febrero, FJ 2). Ahora bien, tal remedio procesal no
permite alterar sus elementos esenciales, debiendo ate-
nerse siempre el recurso de aclaración, dado su carácter
excepcional, a los supuestos taxativamente previstos en
la Ley Orgánica del Poder Judicial y limitarse a la función
específica reparadora para la que se ha establecido
(SSTC 119/1988, de 20 de junio, FJ 2; 19/1995, de
24 de enero, FJ 2; 82/1995, de 5 de julio, FJ 3;
180/1997, de 27 de octubre, FJ 2; 48/1999, de 22
de marzo, FJ 2; 112/1999, de 14 de junio, FJ 2). En
este sentido conviene recordar que en la regulación del
art. 267 LOPJ coexisten dos regímenes distintos: de un
lado, la aclaración propiamente dicha, referida a aclarar
algún concepto oscuro o suplir cualquier omisión que
contengan las Sentencias y Autos definitivos (aparta-
do 1); y, de otro, la rectificación de errores materiales
manifiestos y los aritméticos (apartado 2; SSTC
28/1999, de 8 de marzo, FJ 2; 112/1999, de 14 de
junio, FJ 3; 69/2000, de 13 de marzo, FJ 2; 111/2000,
de 5 de mayo, FJ 12; 262/2000, de 30 de octubre,
FJ 2; 286/2000, de 27 de noviembre, FJ 2; 59/2001,
de 26 de febrero, FJ 2; 140/2001, de 18 de junio,
FF JJ 3 y 4; 216/2001, de 29 de octubre, FJ 2).

c) En relación con las concretas actividades de
«aclarar algún concepto oscuro» o de «suplir cualquier
omisión», que son los supuestos contemplados en el
art. 267.1 LOPJ, este Tribunal tiene declarado que son
las que menos dificultades prácticas plantean, pues por
definición no deben suponer cambio de sentido y espíritu
del fallo, ya que el órgano judicial, al explicar el sentido
de sus palabras, en su caso, o al adicionar al fallo lo
que en el mismo falta, en otro, está obligado a no salirse
del contexto interpretativo de lo anteriormente manifes-
tado o razonado (SSTC 23/1994, de 27 de enero, FJ 1;
82/1995, de 5 de junio, FJ 2; 23/1996, de 13 de febre-
ro, FJ 2; 140/2001, de 18 de junio, FJ 7; 216/2001,
de 29 de octubre, FJ 2).

Por lo que se refiere a la rectificación de los errores
materiales manifiestos, ha considerado como tales aque-
llos errores cuya corrección no implica un juicio valo-
rativo, ni exige operaciones de calificación jurídica o nue-
vas y distintas apreciaciones de la prueba, ni supone
resolver cuestiones discutibles u opinables por eviden-
ciarse el error directamente al deducirse, con toda cer-
teza, del propio texto de la resolución judicial, sin nece-
sidad de hipótesis, deducciones o interpretaciones (SSTC
231/1991, de 10 de diciembre, FJ 4; 142/1992, de
13 de octubre, FJ 2). Asimismo ha declarado que la
corrección del error material entraña siempre algún tipo
de modificación, en cuanto la única manera de rectificar
o subsanar alguna incorrección es cambiando los tér-
minos expresivos del error, de modo que en tales supues-
tos no cabe excluir cierta posibilidad de variación de
la resolución judicial aclarada, si bien la vía de la acla-
ración no puede utilizarse como remedio de la falta de
fundamentación jurídica, ni tampoco para corregir erro-
res judiciales de calificación jurídica o subvertir las con-
clusiones probatorias previamente mantenidas, resultan-
do igualmente inadecuada para anular y sustituir una
resolución judicial por otra de signo contrario, salvo que
excepcionalmente el error material consista en un mero
desajuste o contradicción patente e independiente de
cualquier juicio valorativo o apreciación jurídica entre
la doctrina establecida en sus fundamentos jurídicos y
el fallo de la resolución judicial (SSTC 23/1994, de 27
de enero, FJ 1; 19/1995, de 24 de enero, FJ 2;
82/1995, de 5 de junio, FJ 2; 48/1999, de 22 de marzo,
FJ 3; 218/1999, de 29 de noviembre, FJ 3). No puede
descartarse, pues, en tales supuestos, «la operatividad

de este remedio procesal aunque comporte una revisión
del sentido del fallo, si se hace evidente, por deducirse
con toda certeza del propio texto de la Sentencia, sin
necesidad de hipótesis, deducciones o interpretaciones,
que el órgano judicial simplemente se equivocó al tras-
ladar el resultado de su juicio al fallo» (STC 19/1995,
FJ 2). En esta línea el Tribunal Constitucional ha señalado
más recientemente que, cuando el error material que
conduce a dictar una resolución equivocada sea un error
grosero, manifiesto, apreciable desde el texto de la mis-
ma sin necesidad de realizar interpretaciones o deduc-
ciones valorativas, deducible a simple vista, en definitiva,
si su detección no requiere pericia o razonamiento jurí-
dico alguno, el órgano judicial puede legítima y excep-
cionalmente proceder a la rectificación ex art. 267 LOPJ,
aun variando el fallo.

Cosa distinta es que la rectificación, con alteración
del sentido del fallo, entrañe una nueva apreciación de
valoración, interpretación o apreciación en Derecho, en
cuyo caso, de llevarla a efecto, se habría producido un
desbordamiento de los estrechos límites del citado pre-
cepto legal y se habría vulnerado el derecho a la tutela
judicial efectiva (SSTC 48/1999, de 22 de marzo, FJ 3;
218/1999, de 29 de noviembre, FJ 3; 69/2000, de
13 de marzo, FJ 2; 111/2000, de 5 de mayo, FJ 12;
262/2000, de 30 de octubre, FJ 3; 140/2001, de 18
de junio, FFJJ 5, 6 y 7).

7. A la luz de la doctrina constitucional expuesta
ha de examinarse la queja del recurrente en amparo,
debiendo descartarse, en primer término, las alegaciones
del Ministerio Fiscal y del Abogado del Estado, las cuales
entienden que los Autos impugnados en amparo se inser-
tan en el ámbito de la determinación del sentido y alcan-
ce de la Sentencia a ejecutar, en relación a que la cla-
sificación otorgada a doña Francisca Faba Salvado no
podía considerarse definitiva, pues, ni el carácter que
postulan de dicha clasificación resulta de la propia Sen-
tencia, de la que, por el contrario, se desprende que
la causante del ahora demandante de amparo no se
encontraba en los supuestos de las personas afectadas
pendientes de clasificar, de clasificación dudosa o con
carpeta «sin cerrar», ni la inserción en aquel ámbito de
los Autos recurridos se compadece en modo alguno con
la calificación por el propio órgano jurisdiccional de la
actividad judicial llevada a cabo, que no es otra, según
se señala expresamente en las mencionadas resolucio-
nes judiciales, que la rectificación de un error material
manifiesto apreciado en la Sentencia a ejecutar en la
clasificación otorgada a la causante del ahora deman-
dante de amparo por las lesiones padecidas como con-
secuencia del síndrome tóxico, y de la vía del recurso
de aclaración ex art. 267 LOPJ utilizada para tal finalidad.
Por lo demás, no puede dejar de resaltarse que el propio
Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado calificaron en
la fase de ejecución de error material la clasificación
que a la causante del demandante de amparo se le había
otorgado en la Sentencia, instando al órgano judicial
encargado de la ejecución a su rectificación por el cauce
del art. 267 LOPJ.

Los Autos impugnados en amparo, previa solicitud
de un nuevo informe médico forense a partir de la docu-
mentación médica de la causante del ahora demandante,
rectificaron la clasificación a ésta otorgada por la Sen-
tencia a ejecutar, al considerar que el órgano judicial
sentenciador había incurrido en un error material mani-
fiesto al clasificarla. Pues bien, aunque la Sentencia
hubiera incurrido o pudiera haber incurrido en un error
al clasificar a doña Francisca Faba Salvado por las lesio-
nes padecidas como consecuencia del denominado sín-
drome tóxico, tal error no puede ser calificado, como
se hace en las resoluciones judiciales recurridas, de error
material manifiesto susceptible de ser corregido por la
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vía del art. 267.2 LOPJ, de acuerdo con la doctrina cons-
titucional de la que se ha dejado constancia en el fun-
damento jurídico 6 de esta Sentencia. Que ello es así
lo evidencia, de un lado, el que el órgano judicial encar-
gado de la ejecución haya precisado de la práctica de
una nueva prueba pericial para confirmar su inicial apre-
ciación de que el órgano sentenciador habría sufrido
un error al clasificar a la causante del ahora demandante
de amparo; y, de otro, que, a partir de dicho informe,
haya tenido que realizar una nueva valoración del grado
de invalidez de la afectada por las lesiones padecidas
por el denominado síndrome tóxico, para poder llegar
a extraer el pretendido error material que se rectifica
en las resoluciones impugnadas.

Ambas circunstancias impiden calificar el error como
material, es decir, no precisado de nuevas valoraciones,
ni como manifiesto, esto es, grosero deducible a simple
vista, (STC 262/2000, de 30 de octubre, FJ 5, por todas),
por lo que el error en cuestión no sería en ningún caso
susceptible de rectificación por la vía del recurso de acla-
ración ex art. 267 LOPJ. En definitiva, la rectificación
o modificación llevada a cabo por la resoluciones judi-
ciales impugnadas, con base en la existencia de un
supuesto error material manifiesto, ha implicado una nue-
va y distinta apreciación y valoración probatoria de las
lesiones padecidas por la causante del demandante de
amparo como consecuencia del denominado síndrome
tóxico, debiendo descartarse, como se pretende justificar
en los Autos recurridos, que el error rectificado tuviera
su origen en la errónea o indebida trascripción del infor-
me de los médicos forenses del Juzgado de Instrucción
de Dos Hermanas (Sevilla), pues en la Sentencia se asig-
nan a la causante del demandante de amparo las siglas
que figuraban en el mencionado informe, precisándose
el significado y alcance de las mismas. Ha de concluirse,
pues, que la decisión de la Sección Primera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional de rectificar en
los Autos impugnados la clasificación otorgada en la
Sentencia a doña Francisca Faba Salvado, por no supo-
ner, de acuerdo con una consolidada doctrina consti-
tucional, un error material manifiesto e implicar, por el
contrario, una nueva y distinta apreciación probatoria,
se ha extralimitado de los límites del recurso de acla-
ración y, en consecuencia, ha vulnerado el derecho a
la tutela judicial efectiva del demandante de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la presente demanda de amparo, promovida
por don Francisco Marín Crujera y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado al demandante
de amparo su derecho a la tutela judicial efectiva en
su vertiente de derecho a la inmodificabilidad o intan-
gibilidad de las resoluciones judiciales (art. 24.1 CE).

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de los Autos de la Sección Primera de la
Audiencia Nacional de 28 de diciembre de 2000 y 16
de febrero de 2001, recaídos en el rollo de ejecución
5/95, por los que se dispuso la rectificación de error
material apreciado en la Sentencia de la Sección Segun-
da de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional núm.
48/1989, de 20 de mayo, retrotrayendo las actuaciones
judiciales al momento procesal inmediatamente anterior
al que se dictaron dichos Autos para que se dicte una

nueva resolución judicial respetuosa con el derecho fun-
damental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de dos mil
dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

21860 Sala Primera. Sentencia 188/2002, de 14 de
octubre de 2002. Recurso de amparo
2674/2001. Promovido por don Miguel Aran-
go Arias respecto a la Sentencia de la Audien-
cia Provincial de Oviedo que le condenó por
un delito de conducción bajo la influencia de
bebidas alcohólicas.
Vulneración del derecho a la presunción de
inocencia: condena fundada en una prueba
de alcoholemia cuya fiabilidad ha sido valo-
rada, pero que no fue ratificada en el juicio
oral, y que no acredita todos los elementos
fácticos del delito.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio y don Rober-
to García-Calvo y Montiel, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2674/2001 (demanda
núm. 1194-A/2001), promovido por don Miguel Arango
Arias, representado por el Procurador de los Tribunales
don Victorio Venturini Medina y asistido por el Abogado
don Miguel Valdés-Hevia Temprano, contra la Senten-
cia de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Oviedo de 11 de abril de 2001. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente doña María Emilia
Casas Baamonde, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 9 de
mayo de 2001, el Procurador de los Tribunales don Vic-
torio Venturini Medina interpuso, en nombre de don
Miguel Arango Arias, recurso de amparo contra la Sen-
tencia de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Oviedo de 11 de abril de 2001, que, revocando la
Sentencia absolutoria del Juzgado de lo Penal núm. 2
de Oviedo de 25 de enero de 2001, condenó al recurrente
como autor de un delito de conducción bajo la influencia
de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópi-
cas o bebidas alcohólicas del art. 379 CP, a las penas
de tres meses de multa y un año de privación del derecho
a conducir vehículo a motor o ciclomotores, así como
al pago de las costas procesales.

2. Los hechos y circunstancias procesales más rele-
vantes para la resolución del presente amparo son los
siguientes:

a) La policía local de Oviedo realizó atestado núm.
2124/99 el día 30 de noviembre de 1999, por hechos


